FUNDAMENTOS DE DERECHO EN PROCEDIMIENTOS DE AAU INICIADOS DESDE EL 1 DE ENERO DE 2010 HASTA EL 20 DE ABRIL DE 2016:

El órgano competente en la Región de Murcia en la tramitación del procedimiento de autorización ambiental única de acuerdo con el Decreto del Presidente n.º 2/2018, de 20 de abril, de reorganización de la Administración Regional y con el Decreto n.º 53/2018, de 27 de abril, por el que se establecen los Órganos Directivos de la Consejería de Empleo, Universidades, Empresa y Medio Ambiente es la Dirección General de Medio Ambiente y Mar Menor

[bookmark: _GoBack]Disposiciones legales de aplicación al procedimiento de autorización ambiental única :

De acuerdo con la Disposición Transitoria Segunda, II, 1), párrafo segundo, de la Ley 4/2009, en su redacción vigente en el momento de la solicitud, se seguirá el procedimiento de autorización ambiental única para la obtención de la licencia de actividad y según el apartado 2) de la misma, la adaptación al régimen de esta Ley de la actividades en funcionamiento sujetas a autorización ambiental única, se producirá según las reglas establecidas en esta disposición transitoria, y siguiendo alguno de estos procedimientos:
-A través del procedimiento de autorización ambiental única, si la actividad carece de alguna de las autorizaciones que se unifican, incluyendo la autorización de vertidos al alcantarillado o la licencia de actividad.
-A través del procedimiento de renovación de la autorización ambiental única, en caso contrario.

De acuerdo con la Disposición Transitoria Segunda, apartado III, de la Ley 4/2009, en su redacción vigente en el momento de la solicitud, el 7 de diciembre de 2010, las instalaciones en funcionamiento que, tras la entrada en vigor de la ley que se produjo el 1 de enero de 2010, carezcan de alguna de las autorizaciones exigibles que se integran en la autorización ambiental única, incluida la licencia de actividad, o realicen vertidos industriales a la red de saneamiento sin estar facultados para ello, deberán emprender su legalización según lo establecido en el capítulo IV del Título VIII de esta ley, mediante la obtención de la autorización ambiental única, salvo que las correspondientes autorizaciones o licencias se encuentren en trámite de acuerdo con lo previsto en el apartado I que dice que los procedimientos que se encuentren en trámite al tiempo de entrada en vigor de esta Ley, relativos al otorgamiento, modificación o renovación de alguna de las autorizaciones sectoriales que se unifican en la autorización ambiental única, incluyendo la autorización de vertidos al alcantarillado y la licencia de actividad, se tramitarán con arreglo al régimen jurídico vigente al tiempo de su solicitud.

De acuerdo con la Disposición Transitoria Tercera, 2) de la Ley 4/2009, aquellas actividades e instalaciones que, pese a estar enumeradas entre los supuestos de evaluación ambiental de proyectos, se hayan iniciado con anterioridad al tiempo en que fuera exigible someter el proyecto a evaluación ambiental, no se someterán a evaluación ambiental en la tramitación de la autorización ambiental autonómica o su renovación, salvo que se pretendan realizar con posterioridad en la actividad autorizada modificaciones o ampliaciones del proyecto sujetas a evaluación ambiental.  

De acuerdo con el artículo 18 de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada, las actividades sometidas a autorización ambiental autonómica no dejan por este hecho de estar sujetas a licencia de actividad, si bien se tramitarán ambas a través del procedimiento de autorización ambiental autonómica, en el que los Ayuntamientos participarán activamente en la determinación de las condiciones a que deben sujetarse las actividades en los aspectos de su competencia, a través de los informes y demás trámites previstos en la Ley 4/2009, y cuando se comunique la autorización ambiental autonómica dictará resolución relativa a la licencia de actividad. 

La Disposición transitoria segunda, apartado 1 de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, en su redacción dada por el Decreto Ley 2/2016, de 20 de abril y por la Ley 2/2017, de 13 de febrero, de medidas urgentes para la reactivación de la actividad empresarial y del empleo a través de la liberalización y de la supresión de cargas burocráticas establece que los procedimientos de autorización ambiental única que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de esta norma, se tramitarán con arreglo al régimen jurídico aplicable al tiempo de su solicitud.

Sin perjuicio de lo anterior, el solicitante podrá desistir del procedimiento y solicitar las autorizaciones ambientales sectoriales que correspondan y la licencia de actividad según la nueva regulación, pudiendo en los nuevos procedimientos convalidarse las actuaciones que resulten procedentes. 

En la regulación actual que no es de aplicación porque el solicitante no ha desistido del procedimiento, hay una remisión a la normativa estatal en la regulación de las autorizaciones ambientales sectoriales, en los artículos 45 y 46 de la Ley 4/2009 que se tramitan de forma independiente del procedimiento de la licencia de actividad regulado en el artículo  64 de la ley en la redacción dada por el Decreto Ley 2/2016, de 20 de abril y por la Ley 2/2017, de 13 de febrero.

Al procedimiento administrativo de autorización ambiental única le es de aplicación el régimen jurídico aplicable al tiempo de su solicitud, y por tanto se encuentra regulado por lo establecido en la sección segunda del capítulo III, del Título II de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada antes de la modificación introducida por el Decreto Ley 2/2016, de 20 de abril y la Ley 2/2017 (artículos 47 a 54).

En el artículo 45.2 de la citada Ley antes de su modificación por la Ley 2/2017 se establecía que el régimen aplicable a la autorización ambiental única será el establecido por las disposiciones contenidas en el presente capítulo, y las disposiciones comunes del capítulo I, relativas a las autorizaciones ambientales autonómicas (integrada y única).

En el artículo 48 de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada relativo a la cédula de compatibilidad urbanística se indicaba que con anterioridad a la solicitud de la autorización ambiental única el promotor deberá obtener del ayuntamiento en cuyo territorio se pretenda ubicar la cédula de compatibilidad urbanística. La cédula debe acompañar necesariamente a la solicitud de autorización ambiental única. Es de aplicación a la cédula de compatibilidad urbanística todo lo establecido en el artículo 30.

En el artículo 30 de la Ley 4/2009 ahora derogado pero de aplicación al procedimiento de autorización ambiental única por encontrarse en trámite cuando entró en vigor la Ley 2/2017, se establecía que la cédula de compatibilidad urbanística es el documento acreditativo de la compatibilidad del proyecto de instalación con el planeamiento urbanístico teniendo en cuenta: la clasificación urbanística del suelo, el planeamiento al que está sujeta la finca, su localización y su grado de urbanización, los usos urbanísticos admitidos, y en su caso la existencia de limitaciones de carácter urbanístico, en especial cuando se trate de usos provisionales. Dichas limitaciones vincularán a la autorización ambiental autonómica y a la licencia de actividad, las modificaciones del planeamiento que en su caso se estén elaborando y que pudieran afectar a la instalación, las circunstancias previstas en su caso en los instrumentos de planificación urbanística para los usos y edificaciones fuera de ordenación. En el citado artículo se establece que la cédula será concluyente sobre la compatibilidad o incompatibilidad de la instalación con la normativa y el planeamiento municipal. También se indica que cuando la actividad esté sometida a la autorización excepcional prevista en la legislación urbanística se hará constar en la cédula que queda condicionada a la obtención de dicha autorización excepcional. 

La cédula de compatibilidad urbanística es independiente de la licencia de obras o de cualquier otra licencia o autorización exigible en virtud de lo establecido en la normativa urbanística.

En el artículo 33 de la Ley 4/2009 en su redacción anterior y posterior a la Ley 2/2017 dice que una vez concluido el período de información pública, el órgano competente solicitará los informes preceptivos, remitiendo copia del expediente, al organismo de cuenca en el caso de vertidos al dominio público hidráulico, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, a los órganos que deban pronunciarse sobre las diferentes materias de su competencia, y al ayuntamiento en que se ubique la instalación.

En el artículo 35 de la misma Ley 4/2009 se establece que cuando resulte exigible la previa obtención de autorización excepcional prevista en la legislación urbanística para actividades situadas en suelo no urbanizable o urbanizable sin sectorizar, no se podrá conceder autorización ambiental, ni dictar declaración de impacto ambiental, ni tampoco licencia de obras o de actividad sin que se acredite en el procedimiento la obtención de dicha autorización. En el precitado artículo se indica que se solicitará, si resulta preciso, informe del órgano autonómico competente de acuerdo con la legislación urbanística, en relación con el estado de tramitación de la autorización excepcional con los efectos suspensivos previstos en la legislación reguladora del procedimiento administrativo común. También se indica que de no contar con la autorización excepcional mencionada el órgano competente para otorgar la autorización ambiental dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará las actuaciones.

En el artículo 49 se regula la solicitud de autorización ambiental única y en el artículo 51 de la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada se establece la tramitación de la autorización ambiental única en actividades que no estén sujetas a evaluación ambiental de proyectos, de aplicación conforme a lo establecido en la Disposición Transitoria Tercera, 2) de la Ley 4/2009, que dice que aquellas actividades e instalaciones que, pese a estar enumeradas entre los supuestos de evaluación ambiental de proyectos, se hayan iniciado con anterioridad al tiempo en que fuera exigible someter el proyecto a evaluación ambiental, no se someterán a evaluación ambiental en la tramitación de la autorización ambiental autonómica o su renovación, salvo que se pretendan realizar con posterioridad en la actividad autorizada modificaciones o ampliaciones del proyecto sujetas a evaluación ambiental.  

En el apartado B del artículo 51 relativo a la tramitación de autorización ambiental única de actividades que no estén sujetas a evaluación ambiental de proyectos, se regulan las actuaciones que corresponden al Ayuntamiento y hay remisión al artículo 34, apartados 1 a 3, en relación al informe que debe emitir el Ayuntamiento relativo a la actividad en todos los aspectos de su competencia.   

A continuación se transcribe el artículo 34, 1 a 3, relativo al informe del ayuntamiento, en su redacción original, con anterioridad a la modificación de la Ley 2/2017:
“Artículo 34. Informe del ayuntamiento.
· 1. El ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación emitirá informe motivado sobre la adecuación de la instalación analizada a todos aquellos aspectos que sean de su competencia, y, en particular, los relativos a residuos urbanos, ruidos, vibraciones, humos, calor, olores, polvo, contaminación lumínica y vertidos de aguas residuales a la red de saneamiento, así como los relativos a incendios, seguridad o sanitarios.
· En relación con los vertidos de aguas residuales industriales a la red de saneamiento, el informe deberá contener, al menos, los extremos que señale la normativa vigente sobre vertidos a la red de saneamiento.
· El informe del ayuntamiento deberá valorar las alegaciones recibidas en relación con los aspectos de su competencia, especialmente las que sean resultado de la información vecinal, y la aplicación de las correspondientes ordenanzas locales.
· Al informe se adjuntará, si se tiene constancia, copia de la resolución del procedimiento de autorización excepcional previsto en la legislación urbanística, para la realización de construcciones o instalaciones en suelo no urbanizable o urbanizable sin sectorizar.
· 2. El informe del ayuntamiento sólo podrá ser negativo cuando la imposición de medidas correctoras u otras condiciones no sea suficiente para evitar riesgos o daños al medio ambiente, y la seguridad y salud de las personas, o para el cumplimiento de las exigencias normativas aplicables a la instalación.
· 3. En los aspectos de competencia municipal, la autorización ambiental integrada sólo podrá disentir del informe municipal de forma motivada y por razones de legalidad, si bien la Consejería con competencias en materia de medio ambiente podrá imponer condiciones adicionales de protección a través de la evaluación ambiental del proyecto, o en su defecto, en la propia autorización ambiental integrada.
…”
A continuación se transcribe dicho artículo 34 en su redacción dada por la Ley 2/2017:
“Artículo 34. Informe del ayuntamiento.
· 1. El ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación emitirá informe motivado sobre la adecuación de la instalación analizada a todos aquellos aspectos que sean de su competencia, y, en particular, los relativos a residuos urbanos, ruidos, vibraciones, humos, calor, olores, polvo, contaminación lumínica y vertidos de aguas residuales a la red de saneamiento, así como los relativos a incendios, seguridad o sanitarios, y compatibilidad urbanística, si no se hubiese informado antes.
· En relación con los vertidos de aguas residuales industriales a la red de saneamiento, el informe deberá contener, al menos, los extremos que señale la normativa vigente sobre vertidos a la red de saneamiento.
· El informe del ayuntamiento deberá valorar las alegaciones recibidas en relación con los aspectos de su competencia, y la aplicación de las correspondientes ordenanzas locales.
· Al informe se adjuntará, si se tiene constancia, copia de la resolución del procedimiento de autorización excepcional previsto en la legislación urbanística, para la realización de construcciones o instalaciones en suelo no urbanizable o urbanizable sin sectorizar.
· 2. El informe del ayuntamiento solo podrá ser negativo cuando la imposición de medidas correctoras u otras condiciones no sea suficiente para evitar riesgos o daños al medio ambiente, y la seguridad y salud de las personas, o para el cumplimiento de las exigencias normativas aplicables a la instalación.
· 3. El plazo para emitir el informe será de dos meses desde la recepción del expediente por el ayuntamiento. En caso de no emitirse el informe en el plazo señalado, el órgano autonómico competente requerirá al ayuntamiento para que emita con carácter urgente el citado informe, concediéndole un plazo adicional máximo de veinte días naturales. El requerimiento efectuado se comunicará al promotor. Transcurridos tales plazos, continuarán las actuaciones.”

De acuerdo con el artículo 62.2 de la Ley 4/2009 de aplicación al procedimiento de autorización ambiental única, la obtención de la licencia de actividad en el caso de actividades sujetas a autorización ambiental autonómica se regula por lo establecido en el capítulo II (artículos 70 a 75).   

En el artículo 70 de la citada Ley se establece que la tramitación de la licencia de actividad se llevará a cabo a través del procedimiento de autorización ambiental autonómica, con la participación del ayuntamiento en la determinación de la condiciones a que debe ajustarse la actividad en los aspectos de su competencia, salvo en lo referente a la resolución definitiva de la autorización municipal concediendo la licencia.

